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 La sanción del nuevo Código Procesal Penal de la Nación1 (NCPPN) viene a saldar una 
deuda que se venía arrastrando desde hace décadas. Aún así ya  ha sido objeto de algunas 
críticas2 y se ve alcanzado en distintos puntos por diversos mantos de duda. 
Precisamente, al analizar el instituto de la conciliación3, Daniel Pastor enuncia: “Otra causa de 
extinción de la acción que incorpora el Código (art. 34) es el cumplimiento de un acuerdo 
conciliatorio, homologado judicialmente, entre fiscal e imputado en el caso de hechos imprudentes 
leves y de ‘…delitos con contenido patrimonial cometidos sin grave violencia contra las personas…’ 
(¿contrabando? ¿blanqueo de capitales? ¿evasión tributaria agravada?)”4. He allí una de tales 
hesitaciones. 
 Tal interrogante sirve como disparador para preguntarnos de qué modo las reglas de 
disponibilidad, en general, se conjugarán de modo válido con el particular ámbito de los delitos 
económicos, que en muchos casos se encuentran regulados por leyes especiales de fondo y 
forma5. 
 En dicha dirección, una de las cuestiones que cabría tener en cuenta es la vinculada con la 
criminalización secundaria de conductas que sobrepasan mínimamente los umbrales de 
cuantificación dineraria que algunos delitos económicos contemplan en sus formulaciones, como 
criterio diferenciador con las contravenciones6, o bien como pauta de distinción entre figuras 
básicas y calificadas7. 
 Ocurre que tales fórmulas (como, por ejemplo, la que se ha empleado para acuñar la 
evasión fiscal simple8), recurren a la fijación de cifras pecuniarias que por no prever mecanismos 
de actualización (o por no encontrarse operativos los sí existentes9) terminan por perder su 
cualidad de unidad de medida, cuantificadora del nivel de lesividad que —al menos para algunos— 
justifica su aplicación en términos constitucionalmente válidos (esto, por efectos de la economía 
sobre el valor del dinero, tales como la cotización del peso frente a divisas extranjeras, la inflación, 
etc.). 
 El NCCPN contempla la chance de que los fiscales prescindan total o parcialmente del 
ejercicio de la acción penal pública, o lo limiten a alguna de las personas que intervinieron en el 
hecho, si se trata de un suceso crimonoso que por su insignificancia no afecta gravemente el 
interés público (art. 31, inc. a). 
 Posiblemente —aun con las restricciones acuñadas en el segmento final del art. 30 del 
NCPPN— este mecanismo pueda emplearse para descartar buena parte de procesos penales por 
delitos económicos dinerariamente cuantificados en sus formulaciones normativas, en los que la 
magnitud de la lesividad pecuniaria haya alcanzado el nivel de pesos estáticamente fijado por las 
leyes represivas, pero que no lleguen a representar una verdadera afectación económica al bien 
jurídico en caso de aplicarse procedimientos de valoración que, incluso, la cúpula de los 
acusadores públicos puede llegar a fijar como criterio de política de persecución penal (que hace a 
la definición de una política criminal) con alcances de instrucción general10. 
 De ese modo, al menos en una primera impresión, pareciera que el interés público no se 
vería afectado y que, mediante la aplicación de la citada regla de disponibilidad, podría surgir la 
chance de evitar el impulso de casos de poca importancia, funcionales a la congestión del servicio 
de administración de justicia, cuya prosecución (inexorable bajo las reglas del principio de legalidad 
procesal que impera en los términos de Código Procesal Penal aún vigente —ley 23.984—), es de 
reñida constitucionalidad en términos del respeto de principios esenciales como el de legalidad, 
reserva, lesividad, igualdad, última ratio, fragmentariedad y subsidiariedad del Derecho penal y 
racionalidad de las penas. 
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